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l. INTRODUCCIÓN 

E n 1995 Rodi Al varado huyó de Guatemala. Huyó 
para escarpar de las brutales palizas de su marido. 
No era su intención convertirse en un símbolo na-

cional o internacional. No buscaba establecer un nuevo pre­
cedente para las mujeres refugiadas que huyen de la violen­
cia de género. Solo quería salvar su vida. 

Rod i se ha convertido en un símbolo. Su petición de 
refugio en los Estados Unidos, si tiene éxito supondrá un 
camino abierto a la esperanza. Si no, mantendrá el abismo 
de la desesperanza en el que caen las mujeres que denun­
cian su persecución por motivos de género en todo el mun­
do'. 

El éxito o fracaso de las peticiones de concesión del 
estatuto de refugiadas de mujeres como Rodi Al varado de­
pende de lo recepti vo que sea el posible Estado de acogida a 
la dimensión de género de tales peticiones. La normativa 
internacional no gamntiza, de momento, que esta recepción 
vaya a ser favorable, sin embargo, como trataremos de po­
ner de manifiesto, la si!Uación de estas mujeres y el recono­
cimiento de su especial posición de riesgo, aunque lenta­
mente, está mejorando. 

Las normas jurídicas in ternacionales sobre protec­
ción de los refugiados no cont ienen especiales provis iones 
relativas a la protección de la mujer. La propia definición de 
refu giado, conten ida en la Convención de Ginebra sobre el 
Estatuto de los Refu giados de 195 1 (en adelante, la Conven­
ción sobre Refugiados)', es neutra en lo relativo al género. 
Sin embargo, la prdctica demuestra que ex isten determina­
das agres iones de las que las mujeres son objeti vo primor­
dialmente, si no en exclusiva, por su condición de tales , es 
decir, por su género. Entre estos actos de agresión, ante los 
que es necesari a una especial protección, se incluyen la 
violación, el asesina!O por honor, las muertes relacionadas 
con el pago de la dote, la mutilación genital fe menina, las 

esterili zaciones y abortos forzados y la violencia doméstica. 
Esta rea li dad ha ido adq uiri endo rcconocimiemo gra­

dual en el contexto de los procesos de concesión del estatu­
to de refugiada, venciendo así la neutralidad ele las normas 
in ternacionales, plasmada en la tO!al ausencia de cualqu ier 
referencia al género tanto en la Convención de Gi nebra so­
bre Refugiados, como en su Protoco lo, e l Protocolo de Nueva 
York de 19673 . El principal responsable de dichos avances 
está siendo el Alto Comisionndo de Naciones Unidas pa ra 
los Refugiados (en ade lante, ACNUR), a través de diversas 
in iciativas para introducir un enfoque más sensible a cues­
tiones relacionadas con el género. A estas inicia tivas in ter­
nac ionales hay que aiiadi r aquell as adoptadas por determ i­
nados Estados, a través, generalmente, de di rectri ces de 
género específi cas para es te ámb ito. 

Estos avances son el reflejo de una toma de con­
ciencia a nivel internac ional de las violaciones de derechos 
humanos experimentadas por las mujeres y las niñas (en 
adelante el término mujeres incluirá a las ni ñas). Los dere­
chos de las mujeres y los niños han sido tradicional mente 
considerados como "privados" , por lo que excluían la inter­
vención estata l. Dicha consideración no se ha limitado a la 
es fera internac ional , sino que esta ha sido la postura gene­
ral izada, hasta hace re lat ivamen te poco ti empo , de los 
ordenamientos internos de muchos Estados, como pone 
de manifiesto , por ejemplo, la reticencia de las autorida­
des públicas a intervenir en los as untos de violencia domes­
tica . 

Afortunadamente, este obstáculo para el cumplimiento 
y protección de los derechos humanos de las mujeres está 
s iendo removido. En este artículo pretendemos proporc io­
nar una visión general de la conside ración del factor de gé­
nero en los procesos de conces ión del estatuto de refugiada 
como un paso más en la eliminación de estas barreras que 
impide n di sfrut ar de sus de rechos reco noci do s 
internacionalmente a una parte de la población mundial. 

'Rcbccca \Va \lace es Profcssor of lntcrna!ional y Oiga Marlfn investigadora en Derecho lnt crnaci o n ~!.l PUblico y Rclat.ioncs Internacionales. Las 
autoras desean agmdcccr el apoyo in vestigador recibido de Anna Holliday. 

1 Para más infom1aci6n sobre Rodi Alvarado y la campaña de <~poyo a su solicitud ver www.uchastings.edu/cgrsl 
l Adoptada por la Conferencia de Plenipotenciarios de Naciones Unidas sobre el Estatuto de los Refugiados y los Apátridas, el 28 de julio de 195 1. 

Entrad'\ en vigor general el 22 de abri l de 1954. Emr.tdíl en vigor para España el 22 de noviembre de 1978 (BOE 11 ° . 252, de 21 de octubre de 1978) 
3 Entrada en vigor general cl 4 de octubre de 196?. Entrada en vigor pam España el 14 de <~ gasto de 1978 (BOE 11° . 252. de 21 de OC Lubrc de 1978, 

corrección de errores en BOE n". 272. de 14 de nov iembre de 1978). 
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2. LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJ ER EN EL OR­
DENAMIENTO .JURÍDICO INTERNACIONAL 

La Convención para la Eliminación de Todas las For­
mas de Discriminac ión con tra la Mujer de 1979', no conti e­
ne referencias específi cas a la violencia contra la mujer ni 
ni ngún intento de afro ntar, de manera comprens iva, es te 
asunto como una violación de sus derechos. De hecho, el 
único artículo que hace referencia a una forma de violencia, 
el artículo 6, se limita a es tablecer la ob ligac ión de adoptar 
las medidas apropiadas, incluyendo medidas legis lati vas, para 
la supresión de todas las for mas de tráfi co de mujeres y 
explotación. El a1tícu lo ni siquiera detine el trá fi co ni espe­
cifica si los Estados deben suprimir la explotación relacio­
nada con la pros titución o la prostitución en si misma. 

Hasta 1993 no encomramos una refe rencia explíci ta 
a la violencia contra la mujer como atentado a sus derechos 
en un texro internac ional. Así, la Declaración y el Programa 
de Acción de Viena, adoptados tras la Confe rencia Mundi al 
sobre Derechos Humanos de Viena de 1993' , declaran, en 
su párrafo 18: 

''Los derechos humanos de la mujer y de 13 niña son 
parle inalienable, integrante e indivisible de los derechos 
humanos uni versales ¡ ... ]. La violencia y todas las form as 
de acoso y explotación sexuales, en part icular las dcri vadas 
de los preju icios culturales y de la trata internacional de 

personas son incompatibles con la dignidad y la valía de la 
persona humana y deben ser eliminadas." 

Como consecuencia de tal afirmación, que pone de 
manifiesto la toma de conciencia a ni vel internac ional de 
que la agresión contra la mujer constituye una violación de 
sus derechos como persona, fue adoptada la Declaración 
sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer (en 
adelante, la Declaración)'. La Decl arac ión parte del recono­
cimiento de la urgente neces idad de una apl icac ión uni versal 
a la mujer de los derechos y principios relativos a la igual­
dad, seguridad, libertad, integridad y dignidad de todos los 
seres humanos y reafirma que la violencia contra la mujer 
constitu ye una violación de sus derechos humanos y liber­
tades fu ndamentales que le impide total o parcialmente go­
zar de los mismos'. En su definición de violencia contra la 
muJer ra oecrarac1on mcruye todo acto de violencia basado 
en la pertenencia al sexo fe menino que tenga, o pueda tener, 

como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o psi­
cológico para la mujer, así como las amenazas de tales ac­
tos, la coacción o la privación arbi trar ia de la libertad (artí­
culo 1). Especialmente novedoso, y a resaltar, es que la 
Declaración ca lifica dichos actos de violencia tanto si se 
producen en la vida públ ica como en la vida privada (artícu­
lo 2) . El lo im plica que ent re los actos que se entenderán 
consti tutivos de violencia a partir de este momento se inclu­
yen algu nos que hasta el momento habían sido calificados 
exclusivamente como privados . La Dec laración ha busca­
do, así, poner fi n a la dicotomía públ ico/privado que ha ca­
racterizado históricamente el pensamiento de los derechos 
humanos. 

La Declarnción aunque sólo sea una Resolución de la 
Asamblea General de Naciones Unidas, y por lo tanto no 
tenga valor jurídico vi nculante, representa un avance sobre 
la Convención para la Elim inación de todas las formas de 
Discriminación comra la Mujer que, como hemos visto, no 
es sensibl e al hecho de que la violencia contra la mujer cons­
tituye un obstáculo para el disfrute por parte de estas de sus 
derechos humanos. De hecho la prop ia Declaració n reco­
noce en su Preámbulo que l;t violencia contra la mujer es 
también un obstáculo para la plena apli cación de la Conven­
c ión. 

Esta espec ial atención al alentado contra la dignidad 
personal y la violación de sus derechos que supone la vio­
lencia contra la mujer ha calado en el di scurso y la agenda 
intern acionales. A la Decl aración siguió el nombramiento, 
por la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Uni­
das, de un Relator Especial sobre la violencia contra la mu­
jer' . Asi mismo, la Cuarta Conferencia Mundial sobre los 
Derechos de la Mujer, celebrada en !3eij ing en 1995, abordó 
de manera específica esta cuestión. En este sent ido, su Pro­
grama de Acción' dedica todo un apartado (D) al te ma , 
caracteri zando la violenc ia comra la mujer como un obstá­
culo para la consecución de los objetivos de igualdad, desa­
rrollo y paz (párrafo 112)10 • Incluso, se ha reflejado en el 
propio desarrollo del Derecho Penal Internacional, ya que 
los instrumentos jurídi cos internaciona les encargados de 
instaurar los Tribunales para juzgar los crímenes interna­
cionales más horrendos defi nen cienos actos de violencia 
contra las mujeres como crímenes en sí mismos. Así. los 
Estatu tos de los Tribunales Internacionales para la amigua 
Yugoslavia11 y para Ruanda" e incl uso el Tribunal Penal 

~Aprobada por Resolución de la AG 34/180, de 18 de diciembre de 1979. Entrada en vigor gcncnl el 3 de sept iembre de 1981. Finnada por España 
el 17 de diciembre de 1979 y ratificada el 16 de diciembre de 1983 (llOE 11°. 69, de 21 de marzo de 1984) 

' Doc umento ONU AICONF. I57123, de 12 de julio de 1993: Docu menlo ONU A/491668 (1993). 
' Resolución AG 48/104, de 23 de febre ro de 1994. 
1 L:1 DcclarJc ión reconoce que la violencia contra la mujer const ituye una manifestación de relaciones de poder históricamcmc desiguales en tre el 

hombre y la mujer, que h;m conducido su dominación y discriminación . En este sent ido, alirrna el Preámbu lo de la Declaración "la violencia contra la 
mujer es uno de los mecanismo socia les fundamentales por los que se fuerza a la mujer :1 una situación de subordinación respecto del hombre''. 

• Resolución de la Comisión de Derechos Humanos 1994/45 , de 4 de marzo de 1994. 
' Documenlo ONU AICONF. 177120, de 17 de octubre de 1995. 
10 Los objetivos estrJ tégicos de apart:~do sobre violencia contra la mujer del Plan de Acción están dedicados a: tomar medidas intcgrndas pa1.1 prevenir 

y elimi nar la violencia contra las mujeres (obj eti vo O. l.); estudia r las causas y consecuencias de la violencia contrn las mujeres y la efectividad de las 
mcdida.s prcvemivas (objetivo 0 .2.); y eli minar el tr.lfico de mujeres y asistir a las víct imas de la violencia relacionada con la pros titución y el tráfico 
(obj clivo D.3.). 

11 Resolución del Consejo de Seguridad 808, de 22 de febrero de 1994 y 827, de 25 de mayo de 1994. El artículo 5.g) incluye entre las violaciones entre 
los crímenes contra la human idad objeto de );1 jurisdicción del Tribunal. 

11 Resolución del Consejo de Seguridad 955, de 4 de noviembre de 1994. Al igual que en el Estatuto del Tribunal Internacional para la antigua 
Yugosl01 vi;I las violaciones son consideradas como crímenes contrJ la humanidad en el Es t:ltuto del Tribunal Penal para Ruanda, y por lo tanto el 
Tribu nal está habilitJdo parJ juzgar a sus presuntos responsables (artícu lo 3.g). 
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Internacional " . Especialmente relevante está siendo tam­
bién la jurisprudencia emanada de dichos tribunales en el 
desarrollo de estos avances jurídicos internacionales". 

3. LA MUJER EN LOS PROCESOS DE CONCES IÓN 
DEL ESTATUTO DE REFUGIADA 

Ha sido en el marco de este contexto inte rnacional en 
el que se han ido tomando los pasos necesarios para la in­
troducción de una perspectiva de género en la normat iva 
internaciona l que regu la la concesión del estatuto de refu­
giado. 

Como ya mencionamos, la Convención de Gi nebra 
de 1951 sobre el Estatu to de Jos Refugiados no con tiene 
ningu na rererencia <.~ ! género. Dicho instrumento, tras su 
enmienda por el artículo 1.2 del Protocolo de Nueva York 
de 1967, define al refugiado, en su artículo 1 A (2), como 
aque lla persona que: 

( ... ) ''debido a fundados temores de ser perseguido 
por motivos de raz;.t, rel igión, nac i on~ li dad , pert enencia a 
determinado grupo social u opiniones polfticas, se cncucn· 
tre fuera del país de su nacional idad y no pueda o, a causa de 
dichos temores, no quiera acogerse a la protección de tol 
país; o que. coreciendo de nacional idad y hal lándose, a con­
secuencia de tales acontecimientos, fuera del pofs donde 
antes tuviera su res idencia habi tual, no pueda o, a causa de 
dichos temores, no quiera regresar a él". 

Como vemos, las causas para temer la persecución, 
que dar ía lugar a la concesión del estatu to de refugiado, son 
la ser de una determinada raza, religión o nacionalidad, tener 
una determinada opin ión política o pertenecer a un detenni ­
nado grupo soci al , y no se incluye la de pertenecer a un 
determinado género, aunque ello implique, en determinados 
países, estar en riesgo efecti vo o potencial. 

La mayoría de la población refugiada mundial está 
compuesta de mujeres y niños, aproximadamente el 80 por 
ciento. Sin embargo, estos colectivos son los menos móvi­
les, siendo el refu giado "típico" un hombre soltero joven, 
aquel que accede a los procesos de concesión de refu gio. 
Como consecuencia, la jurisprudencia en materia de refu­
giados se ha desarrollado primariamente desde una pers­
pecti va masculina. 

Dicha jurisprudencia, por tanto, no es sensible a la 
especial condición de la mujer, que puede temer una perse­
cución concreta de la que será objeto por el mero hecho de 

ser miembro del sexo femenino y del consecuente r 1 de 
género al que está adscrita en la ociedad. 

Jun to a la falta de una provisión específi ca sobre las 
posibles causas del temor a la persecución de las solic itan­
tes de refugio. las reclamaciones de estns mujeres pueden 
expcr i mentar además otro prob le ma , pura mente 
proced imen tal, relativo a la elección de las pruebas apropia­
das y la conducta proceden te cuando se 1 leva a cabo una 
vis ta oral con el reclamante. Como veremos más adelante, 
los procesos en los que se ven envueltas mujeres que sufren 
este tipo de persecuc ión pueden exigir un compot1amient o 
especial que tampoco est<Í previs to por los in trumentos ju­
rídicos internacionales que hemos mencionado. 

Desde mediados de los años ochenta ACNUR ha in­
tentado pa liar e ta situación. Los es fuerzos iniciales de l Alto 
Comis ionado 1

' para subrayar la difíci l s ituación de las re­
cl amaciones del estatuto de refugiada de las mujeres se re­
fleja en un número de Conclus iones su Comité Ejecuti viro 
adoptadas en tomo a es ta materi a 16

• Estas Conclusiones del 
Comité Ejecuti vo fueron reforzada con la aparición de la 
C11ía para la Protecció11 de Mujeres Rej11giadas, aprobacbs 
por ACNU R en 1991 (en adelante, la Guía de l99 1)17

. Est¡l 
Guía de 199 1, preparada para servir de apoyo al personal de 
ACNUR y a sus asociados en la ejecución de Jos programas 
de refugiados , tie ne como objetivo comprensivo ay udar a 
iden tificar cuest iones, problemas y riesgos espec ílicos de 
protecc ión a los que hacen fre nte las mujeres refugiadas , y 
sobre dicha ident ificación concederles el adecuado estatu to 
de protección. 

La Guía de 1991 establece que una mejor compren­
sión de las diversas bases sobre las cual es puede y debe 
concederse a las mujeres el estatuto de refugiada aument ará 
la probabi lidad de que es tas so licitudes sean eva luadas con 
equidad (p¡\rrafo 7 1). Así, propone las siguientes interpreta­
ciones de Jos términos del artículo 1 A (2) de la Convención 
sobre Refugiados para que pueda incluirse la persecución 
de la mujer en su enun ciado. En los procesos de concesión 
de refugio, será necesario aceptar, estab lece la Gu ía , que las 
mujeres que temen la persecución o la di scriminación gra ve 
debido a su sexo sean ser considerada miembros de un 
determinado grupo socia l; o bien que aquell as que hayan 
tra nsgred ido las normas sociales y tema n persecución Jo 
hacen en base a una elección religiosa o política. 

Es imponante señalar que la Guía rompe la di stinción 
entre persecuc ión públi ca y privada a los efectos de la pro­
tección de la mujer al declarar que no es necesario que sea 

u Estatuto de Roma , aprobado el 17 de ju lio de 1998 por la Conferencia Diplomática de Plcn ip01c nciarios de las Naciones Unidas sobre el 
estab lec imiento tic una Corte Pena l Internaciona l. Documento ONU A/CON F. IBJ/917). El Estatuto de l Tribuna l Penal Internac ional recoge en su 
artículo 7 que serán considerados crímenes de lesa humanidad: g) "Violación, cscl:witud sexual, prostit ución for¿ad:1. embarazo forlado, esteril ización 
forzada u otros abusos sexuales de gravedad comparable". Entre los crfmcncs de guerra se incluyen (artícu lo 8.2 .b. xxii): ··cometer actos de violación. 
esclavitud forzada, embara zo fort.ado { ... ], esterilización for1 .. ada y cualquier otra forma de violencia sexual que constituya una grave violación de los 
Convenios de Ginebra" . Por último, el artícu lo 54, que contiene las funciones y atribuciones del Fiscal, establece que para adoptar las medidas Jdocuadas 
que aseguren la eficacia de la investigación y el enjuiciamiento de los crímenes debcrj tener en cuenta la nJturak'7.a de Jos crímenes. en particular los de 
violencia sexual. violencia por razones de géne ro y violencia l'OTHra los niños (a partado l.b). 

"Ver por ejemplo "Cclcbcci" Prosccutor v. Dcladc, Mucic. Dclic and Land (IT-96-21-T) . Prosccutor v. Furundzija ( IT-95- 17/1-T): ProscculOr v 
Kunarac, Kovac and Vulkovic ICTY T. Ch 11, 22 Febrero 200 1; Prosecutor v. Akaycsu. ICfR -96-4·T. ICTR T. 

15 L'l página wcb ele ACNUR es www.unhcr.ch 
16 En1re es tas Conclusiones podemos citar In No. 39 (XXXV I) l11.r mujeres n'fugiadas y la protecci6u itllerrwcional. de 1985; In No. 54 (XXX IX) 

Mujere.r refugiadru de 1988: la No. 60 (X L) Mr1jerel" n:fugiadas de 1989, la No. 64 (X LI) Uu mujae:; rejugiadtJS y la protet'f'ión inu:maciollaf de 1990 
y la No. 73 (XLIV) Protecf'ió11 de {os refugiados y 1'iole11cia .re.wal de 1993. 

11 Para lodos los materiales ACNUR, ver la pág ina web, supra 
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el propio gobierno el instigador de los malos tratos a la mu­
jer. En este aspec to, la Guía se apoya y desa1T0lla el Man ual 
de Procedimientos y Criterios la Detenninar la Condición 
de Refugiado en virrud de la Couvención de 1951 y el Pro­
tocolo de 1967 sobre el Estatwo de los Refugiados, publi­
cado por primera vez en 1988'", el cual establece que puede 
equipararse a persecución el comportamiento vejatorio o 
gravemente discriminatori o si es deliberadamente tol erado 
por las autoridades o si éstas se niegan a proporcionar una 
protección eficaz o son incapaces de hacerlo (p:!lnfo 65). 
En es te sentido, la Guía de 1991 ll ama al reconocimiento de 
una base jurídica sufic ien te para la concesión del es tatuto 
de refugiada a aq uellas mujeres a las que su gobi ern o no 
pueda o no quiera proteger contra los malos tratos por ha­
ber transgredido las normas social es. Y, en part icul ar, en 
relac ión con la violencia sexual pretende promover el enten­
dimiento de la mis ma como una fo rma de persecución cuando 
se ll eva a cabo con tines intimidatori os o punitivos tanto por 
personas que tienen un cargo ofi cial o como por otras per­
sonas con el consentimiento o la aprobac ión de aquellas. 

En 2000 ACNUR hi zo pública su Posiciór1 sobre per­
secución por motivos de género19 y en mayo de 2002 dio el 
último paso hasta el momento en su batal la por la protec­
ción de las mujeres contra la violencia con la aprobación de 
las Directrices sobre Protección lntem acional: La persecu­
ción por motivos de género en el colllexto del ArtÍc11io 1 A 
(2) de la Convención de 1951 sobre el Estalllto de los Refn­
giados, y/o s11 Prmocolo de 1967'0 • Este instrumento , que 
incluye las guías de actuación y procedimiento en los casos 
de persecución por motivos de género, es el objeto de nues­
tro siguiente anális is. 

4. LAS DIRECTRICES DE ACNUR SOBRE PROTEC­
CIÓN INTERNACIONAL RELATIVAS A LA PERSE­
CUCIÓN POR MOTIVOS DE GÉNERO 

Las Directrices de ACNUR sobre persecución por 
motivos de género de 2002 (en adelante, las Directrices de 
2002) son el resultado de un proceso de Consultas Globales 
sobre la protección internacional de los refugiados, que es­
tableció la Agenda de Protección para ACNUR, entre cuyos 
objetivos se incluye la especial protecc ión de muieres v ni­

ños". Estas Di rectrices de 2002 complementan el Manual 
de ACNUR sobre Proced imiento y remplaza su Posición 
sobre persecución por mot ivos de género, a los que ya he­
mos hecho referencia. 

Es te instrumento pretende ser un a guía jurídica 
interpretativa dirigida a todos aque llos que parti cipan en los 
procesos de conces ión, desde los gobiernos, los juri stas 
implicados, los responsables de la toma de dec isiones y los 

jueces, hasta el propio personal de ACNUR encargado de la 
determinación de la condición de refugiado sobre el terreno. 
Por lo tanto su objetivo principa l es proporcionar una ma­
yor sensibilidad a todos estos agentes en aquellos casos en 
los que pueda ex istir una dimensión de género en una sol ici­
tud de este tipo. 

Las Directrices de 2002 subraya n que la persecución 
relacionada con el género no es un término jurídico per se 
sino que es un término utilizado para referirse al conjunto de 
solicitudes en las cuales el género representa una variable de 
relevancia en la determinación de la cond ición de refu giada. 
En este sentido, es necesario di stinguir entre los términos 
género y sexo. Mientras que "sexol' hace referencia a una 
determinación biológica, el 1érmino "género" se refiere a la 
relac ión entre mujeres y hombres basada en identidades 
construidas y definidas social o culturalmente, estatus, ro­
les y responsabilidades que son as ignados a un sexo o al 
otro; por lo tanto, el género no es estático o innato si no que 
adquiere sign ificado social y cultural a lo largo del tiempo 
(pá rra fo 3). 

Las Di rectrices de 2002 asumen que las solicitudes 
por mot ivo de gé nero pueden ser presentadas ta nto por 
mujeres como por hombres, si bien debido a determinadas 
formas de persecución de las que son objeto las primeras, 
es más probable que sea en las solicitudes de éstas en las 
que encontremos la dimensión de género que las hace 
merecedoras de una espec ial protecc ión. Habr:í , por supues­
to, instancias en las que el género de la reclamante no será 
relevante para el resultndo de la sol ici tud, es deci r, no todas 
las mujeres so lici tnntes sufren persecución basada en su 
pertenencia al género femenino, y por lo tanto su condición 
de mujer no determinará el resultado del proceso de conce­
sión de refugio. 

Las Directri ces de 2002 pretenden superar los pro­
blemas que la neutral idad de la Convención sobre Refu gia­
dos conlleva a la hora de evaluar las solicitudes de mujeres 
expuestas a la violencia de género de dos formas: a) ofre­
ciendo una interpretación de la defi nición del estatuto de 
refug iado más sensible a estos casos concretos ; b) propo­
niendo algunas prácticas procedimentales consideradas como 
pre/Tequisi to para In apropiada evaluación de las solici tudes 
en las oue e'-' lé im nli cnrl :1 ln. nrr"rcn(·i ñn, f\nr m n ti vn" r~ ,.. 

género. 

a) La interpretación de la definición del estatuto del 
refugiado 

Como ya vimos el requisito para poder ser beneficia­
ri os del estatuto de refugiado es el poder demostrar un te­
mor fundado del persecución por moti vos de raza, religión, 

11 HCRJ I P/4/Eng./Rcv.2. Reeditado en d iciembre de 1992. El Manua l, s i bien no ti ene carácter obligatorio par.~ los órganos de concesión del estatuto 
de re fugiado , s í es reconocido como una "ayuda valiosa" en dicho proceso. 

1
' Gi nebra, enero de 2000. 
" t·tCRIGIP/02/0 IM. 7 de mnyo de 2002 
2 1 El proceso de Consul tas G lob;llcs se in ic ió con una reunión m inisteria l de los Estados Partes de la Convención y/o Protocolo en la cual se aprobó 

una Declaración reafi rmando el compromiso po lítico de mantener los va lo res y pri ncipios que tales in st rumentos contienen. La segunda ronda de 
consultas consistió en unn serie de mesas redondas en las que se di scutió sobre una vnriedad de asuntos. La tercera ronda de cons ul tas se centró en el diseño 
de tas polí ticas de protección. Partiendo de los resul tados de las Consuhas Globales ACN UR preparó su Agenda de Protección. Las Directrices sobre 
persecución por motivos de género que ana li zamos son el resul tado de la segunda ronda de consultas. 
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nacionalidad, pertenencia a un grupo social determinado o 
tener una panicular opinión política. Este requisito no des­
aparece, por lo que a pesar de tener en cuenta el género de 
todos los solic itantes, estos no pueden eludir la obligación 
de demostrar que, en sus circunstancias indi viduales, existe 
un nexo entre la persecución alegada y uno o la combina­
ción de va ri os de los elementos anteriores, que son Jos enu­
merados en la Convención sobre Refugiados. 

En este sentido, en relación con la persecución que 
pueden sufri r las mujeres , además de aquel la común a la de 
Jos hombres, las Directrices de 2002 identi fi can una serie 
de hechos, de los que son objeto aquellas en razón de su 
género, que en sí mi smos pueden ser conside rados 
persecutorios y por lo tanto demostrar el temor fu ndado 
que la haría benefi ciaria del estatuto de refugiada (párrafos 
9 a 18). Son equivalentes a tal persecución, a la luz de la 
defi nición de la Convención sobre Refugiados: a) determi­
nados actos que ocasionan un profundo sufrimiento y daño 
físico y psíquico tales como la violación, la violencia rela­
cionada con la dote, la muti lación genital femenina, la vio­
lencia doméstica y la trata de personas, ya sean perpetrados 
por agentes estatales o particulares; b) la existencia de leyes 
persecutori as en sí mismas, es decir, la sólo ex istenci a de 
una ley que no se aj usta a los estándares internacionales de 
derechos humanos -por lo general leyes que emanan de nor­
mas y prácticas tradicionales o culturales- podría ser fun ­
damente suficiente para determinar posit ivamente las solici­
tudes; e) el mantenimiento de prácticas persecuto ri as, aun 
cuando hayan sido prohibidas por el Estado, pero se sigan 
tolerando o condonando, o el propio Estado no esté en con­
diciones de detenerlas efi cazmente, por ejemplo la mutila­
ción genital femenina; d) la imposición de penas generales 
por incumpli miento de leyes o políticas cuando conlleven 
una dimensión de género, incluida la imposición de penas 
severas a mujeres que, al violar la ley, trasgreden las cos­
tumbres o valores sociales; e) la implementación drástica de 
determinadas leyes o pol íticas cuando tengan consecuen­
cias gravemente lesivas para la mujer, por ejemplo las técni­
cas de planifi cac ión fa mili ar forz ada; f) las med idas 
discriminator ias que tengan consecuencias severamente 
lesi vas para la persona impl icada, por ejemplo li mitar grave­
mente su derecho a ganarse la vida o a tener acceso a deter­
minados servicios norma lmente aseq uibles; si bien, la dis­
criminación en sí misma, si no se dan estas circunstancias, 
no supone una persecución; g) la persecución basada en la 
orientación sexual, incluyendo en este punto a homosexua­
les, transexuales y travestidos que son objeto de hosti lidad 
püblica excesiva, violencia, abuso o discriminación grave, 
incluida su ilegalización; f) la imposibi lidad o falta de vol un­
tad por parte del Estado para proteger a las mujeres del re­
clutam iento o captación forzosa o med iante engaño para el 
ejercicio de la prostitución o su ex pl otación. 

Especialmente importante es el reconocimiento ex­
plícito de las Directrices de 2002 de que estas formas de 
persecución pueden ser perpetradas tanto por agentes esta­
tales como por personas privadas, en la línea de la ruptura 

" HCR/G 11'/02102, 7 de mayo de 2002. 

de la dicotom ía púbico/privado a la que nos hemos 
re feri do con anterioridad y que suponía un vacío impor­
tante en la pro tección de la mujer, al producirse la mayo­
ría de la agresiones contra la misma en e l ámbito fa miliar 
o privado. Las propias Directr ices estab lecen que las o fen­
sas perpetradas por la población local o por indi viduos 
pueden equipararse a la persecución si las auto ridades los 
to lera n de manera de liberada o si és tas se niega n a propor­
cionar una protecc ión e ficaz o son incapaces de hacerl o 
(párrafo 1 9) . 

Ju nto a la iden tificac ión de determi nados actos o c ir­
cunstancias equiparadas a la persecución la Directri ces de 
2002 repasan todos los motivos enumerados en la Con ven­
ción sobre Re fugiados para ofrecer una in terpretac ión des­
de um pe rspectiva sensib le a la dimens ión de género. E n 
es te sentido es necesario tener en cuenta que en muchas 
cul turas, se presupone que las mujeres pertenecen a la mis­
ma ra za o grupo social, tienen la misma nacionalidad u opi­
ni ones políticas o practican la misma religión que sus ma ri­
dos o los miembros de la comunidad en la que viven, Jo que 
las hace susceptibles de persecución por causas que se les 
han atribuido o imputado en razó n de las ac ti vidades ele sus 
familiares masc uli nos. 

En es te punto, nos parece especialmente im portanre 
detenernos en la interpretación que las Di rectrices ofrece n 
en relación al motivo "perte nenc ia a un dcterm in:1do grupo 
socia l" . Has ta la aprobac ión de estas Di rectri ces las mujeres 
han buscado la protección de la Con vención sobre Re fu gia­
dos a través de este elemento, se ha instrumentado el géne­
ro pa ra permitir que las soli citantes sean consideradas como 
miembros de un grupo social determinado. As í, la jurispru­
dencia contemporánea sobre rec lamaciones relacionadas con 
el géne ro ha anali zado la cuestión dentro estos parámetros. 
como veremos en el siguiente epígrafe . 

La defin ición concreta del té rmino " pert enencia a 
determi nado grupo social" no está recogida por la Conven­
ción sobre Refugiados, sino que ha sido el prop io ACNUR 
el que ha procedido " de lini rlo en un instrumento difet·cnte: 
las Direclrices sobre pr01 ecció11 im em acio11ol de ACNUR: 
Per1e11 encia a 111 1 Grupo Social De1ermilwdo en el contexlo 
del Artículo 1 A (2) de la Convención de 195 1 sobre e l 
Es/atufo de los Ref ugiados y s11 Protocolo de 1967" . Este 
instrumento, también de 2002, es, al igual que las Directri­
ces sobre género, resultado de Jos procesos de Consultas 
Globales a los que nos hemos referido con anterioridad. 
La definición de grupo social determinado según es te texto 
es: 

''( ... ) un grupo de personas que comparten una ca­
racteríst ica en común dislinta al hecho de ser perseguidas. o 
que son perc ibidas como un grupo por la socict.lad. A menu­
do. la caractcríslica será innata, inmu table o fundamental 
para la ident idad. la conciencia o el propio ejerci cio de los 
derechos humanos'' 

La defin ición inclu ye, de ac uerdo con las Direc trices 
sobre Pert enencia a un De terminado Grupo Social, ta nto 



94 ÁMBIToS 
REVI STA DE e5TIIDIOS DE CieNCIAS SOCI .\ Lil'i '( UUMIINIDWES. nllo1 11 j!OOlJ 

características históricas que definen al gru po, que por lo 
tanto no pueden ser mod ificadas, como aquellas otras ca­
racterísti cas, que au nque puedan ser suscep ti bles de modi­
ficación, están ta n fu ertemente ligadas a la ident idad de la 
pe rsona o son expresión de derechos humanos fundamen­
tales, que la ex igencia de modificación atenta contrn di cha 
identi dad y tales derechos. Se debe poder identi ficar al gru­
po independientemente de la persecución, si bien te niendo 
en cuenta que la di cri minación o la persecución podrían 
ser un fac tor relevante a la hora de identi fi car al grupo en un 
contexto determinado. 

Según ACN UR la pertenencia a un determinado gé­
nero puede implicar la consideración de l individ uo como 
miembro de un grupo social panicular, siendo las mujeres 
un claro ejemplo de subgrupo socia l, defi nido por caracte­
rísticas inn atas e inm útales, y por recib ir, en general, un 
trato diferenciado al de los hombres. En relación a la pene­
nencia de la mujer a un gru po social determinado las Direc­
tri ces de 2002 sobre género rompen con otro de los obstá­
cul os a los que se enfrentaban las solicitantes, la ex igencia 
de un determinado tamaño al grupo social (p;ÜTa fo 31). Este 
argumento, que se ha utilizado en ocasiones para denegar la 
categoría de grupo social a las mujeres, no tiene razón de 
ser. No sólo no es relevante el tamaño del grupo, sino que 
ta mpoco sería necesario que éste estu viera especial mente 
un ido, que todos sus miembros pertenezcan a él de manera 
voluntaria , que se conozcan entre sí o que todos los miem­
bros estén en riesgo de persecución. No ex iste un requisito 
de cohes ión, en otras palabras, las mujeres pueden consti ­
tu ir un grupo social determinado bajo ciertas circunstancias 
basadas en las comunes características de su género tanto 
si se asocian unas con otras sobre la base de experiencias 
compartidas como si no lo hacen. 

Esta afirmación por parte de las Directrices apoya la 
dec isión de conceder estatuto de refugiada en los casos en 
los que las mujeres solicitantes de refugio han establecido 
con éxi to su pertenencia a un determinado grupo social. 
Es to supone, como veremos, el reconoc imiento de cierta 
línea jurisprudencia) nacional que venía intentando paliar el 
vacío jurídico re lati vo a las mujeres en los procesos de con­
cesión de refugio, a través de la definición de determinadas 
subcategorías de grupo social en los que se incluyen grupos 
de muJeres perseguid.as por motivos concretos, por ejem­
plo, ecuatori anas que hu yen de la vio lencia doméstica de la 
que no están protegidas en su país ; soviéti cas forzadas a la 
prostitución en Jsrael o paki staníes perseguidas por supues­
to ad ulterio". 

b) Las cuestiones de procedimiento 

Como ya hemos hecho referencia, cuando se trata 
con sol icitudes de mujeres que alegan sufrir violencia , los 
encargados de reso lverl as pueden enfrentarse a determina­
dos problemas a la hora de proceder a las pruebas o en las 
vistas orales. 

Las Directrices de 2002, conscientes de este hecho, 
ponen especial énfasis en la importancia de un ambiente que 
apoye a la sol ic itante y garantice la confide nci alidad del pro­
cedi miento. Esto es necesario ya que en muchos casos es­
tas mujeres, bien debido a la vergüenza que les provocan los 
abusos de los que han sido víctimas o bien por el trauma 
que tales actos les han ocasionado, pueden ser reticentes a 
descri bir el verdadero alcance de la persecución alegada. 
De acuerdo con las Directrices de 2002, las cuales han sido 
constru idas sobre in stancias de buenas prácticas previas 
elaboradas por Estados ind ividuales y a las que haremos 
referencia en el siguiente epígra fe, sugieren que se tomen 
en consideración algun()s medidas para garantizar la correc­
ta evaluación de la solicitud y la consiguiente conces ión del 
estatuto de refugiada. Entre estas medidas podemos señalar 
las siguientes (pá rrafos 35 a 37): las mujeres solici wnles 
deben ser entrevistadas por se parado, sin la presencia de 
miembros masculinos de su fami lia; han de tener derecho a 
ser entrevistadas por miembros de su mismos sexo, así como 
contar con intérpretes femeninas; se debe ser sensible a su 
cond ición cultural o rel igiosa y a factores personales como 
la edad o el ni vel de educación, evi tando así, lanto los entre­
vistadores como aquellos que han de tomar la decisión fi nal, 
sacar conclusiones adversas rela ti vas a la credibi lidad de los 
testimonios sin una apreciación de las diferencias culturales 
y de rol soci al , as í como el efecto de los traumas sufridos 
pueden causar sobre el comportam iento y labilidad emocio­
nal de la en trev istada; e incluso proporcionar ay uda 
psicosocial durante el proceso. 

En relación a la práct ica de las pruebas que con·obo­
ren el testi monio de la solicitante, las Directrices también 
co nt ienen determ inadas prov isiones espec íficas , sobre la 
base de que las sol icitudes relacionadas con el género pue­
den no resultar apoyadas por los ti pos normales de pruebas 
producidos en ot ras solicitudes de refugio. Por ejemplo, 
pueden no existi r datos estadísticos o informes sobre la pdc­
tica de la violencia sexual en un pa ís debido a la escasa 
denuncia de los casos o a su falta de persecución por parte 
de las autoridades. En estos casos, ACNUR aconseja la uti­
lización de fo rm as alternativas de información, entre las 
cuales se pueden encontrar: el testimonio de otras mujeres 
en si tuaciones simi lares e informes de organizaciones inter­
nacionales o no gubernamentales. 

Finalmente, como conclu sión de las Di rectri ces, 
ACNUR exhona a todos aq uellos Estados que no lo hayan 
hecho ya, a adoptar med idas que garant icen consideración 
de la perspectiva de género en la apl icación del derecho de 
refugiados y sus procedimientos. Algu nos Estados cuentan 
con una larga tradición de incorporación de la perspectiva 
de género a la defin ición de refugiado y los procesos de 
concesión de su estatuto. Otros, sin embargo están empe­
zando ahora. Sin duda, las Directrices de ACNUR han sig­
nificado un impulso importante para el lo. En el siguiente 
apartado analizaremos algunas de las iniciativas individuales 
en este sentido. 

n Ver la jurisprudencia canadiense cit<Jda más <~ dclnntc , en n01as 29 a 33. En el caso de las mujeres p:. kist:mícs fue la C:imara de los Lores briL1nica 1:\ 
que consideró que en el c.aso de estas mujeres la persecución se asi milaba al riesgo al que se cnfrcntab.1 n al volver a su país solas, ya que ello las convert í:!. 
en sospechosas de haber cometido adulteri o. 
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5. LAS INICIATIVAS INDI VIDUALES DE ALGUNOS 
ESTADOS: LAS DIRECTRICES CANADIENSES 

En la actual idad son varios los Estados que han in­
troducido instrumentos de gu ia dest inados a facil itar la ac­
wación a los agentes que intervienen en la concesión del 
estatuto de refugiada cuando se enfrentan a sol icitudes pre­
sen tadas por mujeres que reclaman esta protección. 

La pri mera iniciativa la tomó el Parlamente Europeo 
cuando en 1984 solici tó la conces ión de una especial pro­
tección para aq uellas mujeres que temían la persecución 
por haber violado las costumbres sociales en las comu nida­
des en las que viv ían. A dichas mujeres se les había de 
reconocer como un grupo particular24 . 

De manera si milar el Consejo de Refugiados holan­
dés aprobó una directiva pol ítica en la que inclu ía la toma en 
consideración de la persecución de la mujer debido a su 
posición social como consecuencia de su género en el mo­
tivo de pertenencia a un gru po social determ inado. 

Sin embargo, fu e Canadá el primer pa ís que introdu­
jo un instrumento completo en materia de género en los 
procesos de concesión del estatuto de refugiado. Es la pri­
mera vez que un Estado se enfrenta de manera comprensi ­
va la posible dimensión de género de una solicitud de refu­
gio. Este instru mento se presenta en forma de guía o direc­
tr ices, deno minad as Guidelines 0 11 Women Refngee 
Claimanls Fearing Gender-Related Persec111ion (en adelante, 
las Directrices canadienses) . Fueron introducidas en mayo 
de 199325 por el Presidente de la Oficina canadiense encar­
gada de la inmigración y los refugiados (ln migartion and 
Refng ee Board) , y fueron revisadas para su actuali zac ión 
en 1996". 

Las Di rect ri ces canadienses, que colocan a este país 
a la va nguardi a respecto al tratamiento de los asuntos de 
género, proporcionan el marco de análisis esencial para los 
jueces o árbi tros de inmigración y abarcan cuatro asuntos 
crucial es, identi ticados como los puntos más relevantes a la 
hora de tratar las solicitudes relacionadas con el género de 
la solicitante. Estos cuatro "asuntos críticos" abordados por 
las Directrices canadienses son: la naturaleza y los motivos 
de la persecución temida; la evaluación del daño temido; las 
cuestiones probatorias esenciales en el proceso de conce­
sión; y los especiales problemas que se pueden dar en las 
vistas orales de dichos procesos. 

Este instrumento ha sido aplicado durante más de 
diez años de forma particularmente innovadora por el órga­
no encargado para ello, la Oficina para la inmigración y el 

refugiado, antes mencionada. Ello ba permi tido la legisla­
ción y práctica canadienses en materia de refugiados tenga 
una sensib ilidad especial en materia de género a través de la 
interpretación extensiva de los conceptos de persecución y 
grupo social dete rmi nado en Derecho de refu giados, y del 
reconocimiento por panc de las Directrices canadienses de 
que e l perpetrador de la persecución no se limita al propio 
Estado, si no que puede ser una persona privada . Sobre es­
tas bases, la juri sprudencia canadiense sobre inmi gración 
reconoció como grupo soc ial determinado a "mujeres ecua­
torianas desprotegidas sujetas a abuso por parte de su ma­
rido " 27 , "mujeres que han ti enen más de un hijo y se en­
fren tan a es terili zac ión forzada"'" ; "mujeres", en un caso de 
sol icitud de refugio por temor fu ndado a la persecución re­
lacionada con la mutilación gen it al" ; o " mujeres soviéticas 
en Israel en riesgo de ser obligadas a prosti tu irse"30 . 

Tal es el cstatus que e l ordenamien to jurídico cana­
diense concede a la Direc tri ces en el ma rco del proceso 
judicial canad iense en materia de refugiados que s i no se 
hace utili zación de las mismas o si el agente encargado de 
adoptar la decisión de concesión o denegación no toma en 
consi cleradón la pos ible dimen ión de género de la persecu­
ción alegada por la so licitante, lo cua l se deduce de la ex po­
sición de mot ivos que acompaña a tal decis ión, se estará 
cometi endo un error de derecho y por lo tanto in va li dand 
la resolución final". 

En un princip io las Guías canad ienses levantaron cier­
ta alarma social. Especialmen te, la equ iparación que, en base 
a las mi smas, real izó la Oficina canadiense para la inm igra­
ción y el re fugiado, de violencia domést ica a persecución, 
sobre la base de argu mentos como que se podría estar otor­
gando un a mayo r protección a las mujeres que huían de 
otros países que a las propias canadienses víctimas ele di­
cha violencia . En genera l, se tem ió por el aumcnro ele las 
reclamaciones basadas en e l género y que esta considera­
ción supu iera una puerta demas iado abie rta para la en trada 
al país de mujeres refugiadas. Dicha críti ca es in l'undada, 
ya que la cons ideración del género de las so licitan tes no 
supone una concesión in mediata de refugio. En todos los 
casos, sigue s iendo necesario demostrar que existe un mie­
do genui no a ser malt ratadas, a sufrir un daño por encon­
trarse en tal situac ión de la que no será protegida en su país 
de origen; es dec ir, la pertenencia al género l'emenino en sí 
mi sma no es suficiente, es necesario demostrar que dicha 
pertenencia las co loca en una situación particu lar de 
persecución. As í lo ponen de manifi esto también las es ta­
díst icas, que demuestran que en 2003 só lo un 54 por 

!.4 Resolución del Parlamento Europeo, de \3 de abril de \984. (DOCE 127/ 137 . de 1-l de mayo de 1984). 
!l De acuerdo con la Sección 65 (3) de la Ley de Inmigración canadiense. 
~6 La última \'crsión entró en vigor el \3 de noviembre de 1996. 
n C.R.D.D. No. U92-0871 4, 11'/nra and Slmter, 4 de junio de 1993. 
21 Clleung v. Cmwda (Minisrer of Employmem cmd Jmmigrmion ( 1993) 19 !mm. L. R. (2d) SI . 
" T93-1 219711 219811 21 99·Ramirez, MrCaffrey, 13 de julio de 1994 . 
.JO Livi11ov v. Ser retar-y of Srnte of Cmwda. Decisión de la Corte Federal Canadiense, 30 de j un io de 1994. En este caso la Corte c::uwdicnsc entendió 

que era necesario proteger a estas nuevas ciudadanas israelíes que acab:~ba.n de ll egar a Israel provenientes ele p:.íscs de la antigua órbita soYiét ica y que 
no se intcgr:~b:~ n correct:~me ntc en la sociedad de acogida, a pesar de l generoso apoyo ofrec ido por el gobierno israelí, y que eran captadas para la 
prost itu ción, amenazadas y explotadas por individuos no conectados con el gobierno. cuando est3S mujeres pudieran demost rar indiferencia a sus 
reclamaciones de parte de las autoridades de las que se deberían poder dirigir en busca de protección. 

31 MolmmetJ ''· The Serretary of State for Cwwdn, decisión de la Corte Federal de Canadá. 14 de febrero de 1994. 
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ciento de las reclamaciones basadas en la persecución 
por motivos de género fueron aceptadas. En los tres pri­
meros meses de 2004 e l porcentaje es de un 63 por cien­
to32. 

La experienc ia canadiense es la mejor prueba de que 
el establecimiento ele guías o directrices en es ta materi a re­
sul ta un instrumento útil en las manos de los encargados de 
adoptar las decisiones en este ámbito, al proporcionar cierto 
grado de fl ex ibilidad en la interpretación de la Convención 
sobre Refugiados. 

A partir de la iniciativa de Canadá son varios los Es­
tados que han adoptado ins trumentos similares . Entre ellos 
Es tados Unidos ( 1995)33 , Austral ia (1996), Reino Unido 
(2000) y Suecia (200 1). 

6. CONCLUSIONES 

La opacidad de la Convención sobre Refug iados en 
materia de género viene siendo subsanada por ini ciativas 
internacionales -desde el Alto Comisionado de Naciones 
Un idas para los Refugiados- as í como por instrumentos ju­
rídicos nac iona les, a través de gu ías complemen tarias a la 
normativa existente. 

La introducción de directri ces o guías tan to a ni vel 
naciona l como internacional proporcionan un sustanti vo 
marco de aná li sis para aquellos implicados en los procesos 
de adopc ión de decisiones relativas a la conces ión del esta­
luto de refugiado. Además, ha demostrado ser un poderoso 
recurso para modificar las actitudes de estos agentes y el 
enfoq ue normati vo general de los asuntos relacionados con 
el género en es te ámbi to. 

Al aportar este marco de análisis a los agentes impli ­
cados, las directrices permi ten a los mi smos colocarse en 
una posic ión apropiada para detectar las si tuaciones especí­
ficas a las que se enfrentan ciertas solicitantes, así como 
para advertir las ci rcunstancias que determinan la posible 
persecución de la misma por moti vos de género. Nos ase­
guramos as í de que las mujeres no se encuen tren en des-

ventaja porque sus experiencias no coincidan con aquellas 
que han sido las tradicionales de los hombres solici tantes 
del estatuto de re fu giado. 

La introducción de estas di rect rices o guías, tanto a 
nivel nacional como internacional , busca asegurar que la 
Convención sobre Refugiados, en particular, y el Derecho 
de refugiados en general, deje de ser neutral para ser inclusiva 
en lo relat ivo al género y garantizar que no se deniegue el 
estatuto de refugiado a algunos solicitantes por el si mple 
hecho de que su persecución se deba a cuestiones de géne­
ro. Es decir, que sea interpretada de forma que incluya toda 
la protección merecida y que las mujeres no sufran dis­
criminación úni camente porque la persecución que ex­
perimen tan sea diferen te a aquella que sufren los hom­
bre" . 

Una interpretación sensibl e a la dimensión de género 
de tales reclamaciones no di luye la apli cación de la Conven­
ción de los Refugiados , ya que el solici tante sigue ostentan­
do la carga de la prueba sobre la existenc ia de un temor 
fu ndado a la persecución, y por lo tanto neces ita demostrar 
el nexo causal entre los motivos recogidos en la Conven­
ción y su temor. Ell o signi fi ca que la generalización de esta 
interpretación sensible a los asuntos relac ionados con el 
género de las normas sobre refugiados se mantiene en los 
parámetros de la Convención, no supon iendo ninguna in­
fracción de la mi sma. 

Por lo tanto, la interpretación en este sentido de la 
defin ición genérica de refugiado no sólo está en cumpli­
mien to con el Derecho Internac ional contemporáneo, sino 
que, en cierto modo, sienta las bases para garantizar que tal 
ordenamiento se cumple en relación a las mujeres. Si bien la 
introducción de la perspect iva de género en el Derecho In­
ternacional de los derechos humanos, y del Derecho inter­
nacional en general no puede, de momento, garant izar la 
absol uta igualdad en el di sfru te de sus derechos en tre hom­
bres y mujeres, sí puede, al menos, proporcionarnos los 
mecanismos necesarios para avanzar en la consecución de 
este objetivo. 

32 Rt!j11gg e Cla im.\· based tm Ge11 der-Rc lared Persl!ntliou. Rcfugcc: Protcc ti on Di vis ion. lmmigration and Rcfugcc 13o>~rd. 200-t. En 2003 de 462 
reclamaciones final izadas. 249 fueron fina.hncntc adoptadns; en 2004. de enero a marzo, de las 140 finalizad;¡ s 88 han sido pos iti vas. En 1993. el año 
de implementación de la Guía , que entró en vigor en marzo. un 56 por ciento de las reclamaciones presentadas fueron aceptadas. A p•ntir <le la fecha 
y hasta el momento, las ci fras han oscilado desde la menor aceptación, en 1996 y 1997, de un 49 por cimto, a la mayor en 2001, con un 71 ¡>Or ciento. 

) J Actual mente el Departamento de Seguridad Interna (Departmenl of 1-/ome/and Security, DI1S), sucesor del Servicio de Inmigración y Naturaliz :~ción 

(111 migmlinn nnd Naturnlisatúm Servin:) está adoptando una posici ón cspcci:~lmcntc posi ti va a favor de otorgar el estatuto de refug iada en los casos 
que nos ocupan, que inclui rá en un futuro la posibilidad de protección ante violencia doméstica cu:mdo el Estado de origen no garanti ce dicha protección. 
El DHS y el DcpartJmcnto de Justicia están ulti mando la normati va re lativa a este asunto. Será el Fiscal Genera l el encargado de decidir en estos casos. 
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